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PRESENTACION: 

Como ex directores del proyecto sindical en 

CEDAL, de la Fundación Friedrich Ebert 

fuimos invitados a referirnos a la figura de 

Luis Alberto Monge Álvarez, a quien se le ha 

reconocido la condición de Benemérito de la 

Patria, máximo reconocimiento que se le 

otorga a un ciudadano costarricense por 

parte de la Asamblea Legislativa. 

Empezamos a investigar y para nuestra 

sorpresa, la condición de dirigente sindical y 

su pensamiento social no ha sido reconocida 

ni por el propio Partido Liberación Nacional 

en la verdadera magnitud de sus aportes al 

pensamiento social y a la permanencia de las 

Garantías Sociales que se habían 

incorporado en 1942 a la constitución 

política de 1871.  

Como personaje político de dos siglos, Luis 

Alberto tuvo muchas facetas. Ha podido más 

la divulgación de su figura de hombre 

campesino y bonachón; o bien la de sus 

detractores de personaje anticomunista y 

promotor del movimiento solidarista. 

Nosotros más bien recogemos de manera 

breve su pensamiento de juventud, sindical 

y  social, que constituye sin duda sus mejor 

aporte a la construcción de una democracia 

social. Muchas de las ideas que el defendió y 

logro consolidar están hoy en riesgo, por 

detractores que incluyen hasta algunos 

diputados del partido que ayudo a crear, y 

que irónicamente le otorgan este 

reconocimiento.   

El pensamiento sindical de Luis Alberto 

Monge lo encontramos resumido en las 

actas de la Asamblea constituyente de 1949 

y en los artículos constitucionales que 

otorgan garantías sociales a los trabajadores 

costarricenses.  

A él se debe la garantía de la jornada de ocho 

horas. Se propuso La jornada ordinaria de 

trabajo diurno no podía exceder de ocho 

horas en el día y cuarenta y ocho a la 

semana. La jornada normal de trabajo 

nocturno no podrá exceder de seis horas 

diarias y treinta y seis a la semana. Luis 

Alberto comentaba más bien la necesidad de 

reducir por ley estas jornadas para 

actividades pesadas, como las de los 

trabajadores de los muelles de Puntarenas. 

Irónicamente, la redacción final del artículo 

ha sido interpretada como que permite 

jornadas más amplias, inclusive sin el pago 

de horas extraordinarias.  Enfrentó a 

personajes de la oligarquía cafetalera que 

afirmaban que en la agricultura existe una 

serie de trabajos suaves, que requieren más 

de ocho horas diarias. Si el trabajo 

extraordinario se va a pagar el doble del 

ordinario, resultará insoportable para la 

agricultura. 

También incorporó al texto constitucional   el 

principio de pago según el cual a igual 

trabajo corresponde un salario igual, y la  

protección del pago de  las horas extras con 

un 50 % por ciento adicional, que hoy están 

en entredicho y que al igual que en la 

constituyente, los sectores más 

retardatarios de la sociedad costarricense 

quieren dejar sin efecto después de decenas 

de años de su vigencia. En ese sentido las 

palabras de defensa de esos derechos 

mantienen una gran actualidad.  
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Otros temas donde Luis Alberto aporta sus 

ideas para consolidar derechos se refieren a 

los descansos diarios, semanales y anuales. 

Defendió la moción que indicaba: “Los 

trabajadores tendrán derecho a un día 

completo de descanso después de seis días 

consecutivos de trabajo y a vacaciones 

anuales pagadas en una proporción no 

menor de quince días por cada cincuenta 

semanas de trabajo continuo”. Sin embargo, 

prevaleció la moción que otorga dos 

semanas por cada cincuenta semanas, de los 

sectores representantes de los patronos, es 

decir reduciendo a un día por mes las 

vacaciones de los trabajadores; y que hace 

que hoy Costa Rica sea el país con menos 

días de vacaciones en la región 

centroamericana.  Resulta interesante la 

redacción que fija un mínimo de vacaciones 

y no un máximo, por lo que admite que por 

vía de negociación colectiva se puedan 

ampliar las vacaciones. Sin embargo, la 

interpretación ha sido otra. 

En cuanto a los derechos colectivos de los 

trabajadores a sindicalizarse, hacer uso del 

derecho de huelga y el de negociación 

colectiva la labor de Luis Alberto Monge fue 

extraordinaria. Propuso por primera vez el 

fuero sindical, moción que fue desechada 

porque aparecía a la vista de otros 

constituyentes como un privilegio, por lo 

que él se avocó a garantizar el despido de los 

dirigentes sindicales solo por motivos 

taxativos defensa la libertad sindical.  

Logró negociar que se estableciera en la 

Constitución el derecho a negociar  las 

convenciones colectivas para todos los 

sectores de trabajadores y que no se hiciera 

una discriminación de los empleados del 

sector público. Cuando en el 2012 los 

maestros y maestras buscaron consolidar la 

primera convención colectiva él desde su 

casa en Villa Mongalva hace una nota 

indicando que la Sala Constitucional no 

podía de manera arbitraria restringir ese 

derecho.  

Transcribimos a continuación textos de las 

principales actas en donde Luis Alberto nos 

deja plasmado su pensamiento en otros 

temas como salarios mínimos, cooperativas 

de vivienda para trabajadores del campo y la 

ciudad, protección de los desocupados y 

programas para prevenir el hambre, la 

formación profesional y otros tantos temas 

que aportó a la constitución política que hoy 

nos rige. 

1. SALARIOS MINIMOS: 

“El señor MONGE ALVAREZ explicó 

brevemente la moción anterior. Indicó que 

en realidad no estaban innovando, ya que en 

el fondo la moción anterior coincide con el 

artículo 53, que se refiere al salario mínimo. 

Sólo han incluido un principio fundamental 

de que a trabajo igual en idénticas 

condiciones de eficiencia, corresponde 

salario igual. Por lo demás este principio se 

incluye en nuestro Código de Trabajo. (acta 

121)  

2. VIVIENDA 

El Estado fomentará la creación de 

cooperativas, como medio de facilitar 

mejores condiciones de vida a los 

trabajadores”. [64] 
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Puesta a votación se aprobó. Los mismos 

proponentes presentaron moción en 

relación con el artículo 59 de la Carta del 71, 

para que se lea así: 

“El Estado promoverá por medio de una 

institución adecuada la construcción de 

viviendas y creará el patrimonio familiar para 

el trabajador campesino”. [65] 

El señor MONGE ALVAREZ explicó que se 

habían acogido al texto de la Constitución 

del 71. La necesidad más urgente del 

trabajador urbano es la de tener una 

vivienda cómoda y saludable. El trabajador 

del campo necesita algo más que vivienda. 

Necesita su propia parcela de tierra. 

El señor ACOSTA PIEPPER de nuevo intervino 

en el debate. Expresó que precisamente esa 

era una de las grandes injusticias del 

Capítulo de las Garantías Sociales, al 

establecer el patrimonio familiar sólo para 

los trabajadores del campo. Tanto la 

construcción de viviendas populares, como 

la creación del patrimonio familiar, han de 

ser para todos. El día en que cada uno tenga 

su patrimonio familiar, terminarán todos los 

conflictos sociales que hoy convulsionan a la 

humanidad. El patrimonio familiar es la 

garantía de la familia. Representa el 

bienestar para la nación. Luego manifestó 

que en el seno de la Asamblea había oído 

palabras de desconfianza hacia los 

legisladores del futuro. No se explica esta 

conducta por parte de nosotros. La 

desconfianza es destructiva. Debemos 

confiar en los hombres de mañana. Si ellos 

resultan malos, será culpa de las 

generaciones actuales que no supieron 

educarlos. Tenemos que pensar que los 

hombres de mañana serán mejores que los 

de hoy, por la sencilla razón de que el mundo 

evoluciona siempre a etapas superiores. 

El Licenciado FOURNIER indicó que en 

realidad don Nautilio tenía razón. La 

institución del patrimonio familiar es de 

primordial importancia para la sociedad. En 

consecuencia, debe establecerse para todos. 

No se trata de una institución nueva. Existe 

en muchos derechos extranjeros. Desde la 

Edad Media existe en el derecho inglés con 

el nombre de heredad, la cual puede ser 

traspasada, vendida o embargada. 

El Representante HERRERO indicó que le 

parecía muy conveniente el artículo aun 

cuando sugiere que se suprima del mismo la 

referencia a la institución que tomará a su 

cargo la construcción de viviendas, ya que no 

se sabe qué clase de institución será. El 

Licenciado ESQUIVEL aclaró que, si la 

inclusión de la frase apuntada por el 

compañero HERRERO significaba la creación 

de una institución nueva, autónoma, para 

ser consecuente con sus ideas manifestadas 

en diversas ocasiones, no la votará. Los 

proponentes de la moción acordaron 

variarla en los términos que siguen 

aceptando las distintas observaciones de la 

Cámara: 

“El Estado promoverá la construcción de 

viviendas populares y creará el patrimonio 

familiar para el trabajador”. [65] 

Sometida a votación, se aprobó. (ACTA 123)  

3. FORMACION PROFESIONAL (ACTA 

123)  
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En relación con el artículo 61, la fracción 

Social Demócrata presentó moción para que 

se lea así: “El Estado velará por la 

preparación técnica y cultural de los 

trabajadores”. [667 

También se aprobó la moción anterior. 

En relación con el artículo 62, los mismos 

proponentes de la moción anterior 

propusieron la siguiente: 

“Los patronos para contratar deben preferir 

a los trabajadores costarricenses sobre los 

extranjeros. Se prohíbe cualesquiera 

discriminaciones que coloquen en 

desigualdad de condiciones y posibilidades a 

algún grupo de trabajadores. Las leyes darán 

igual trato al trabajador campesino”. [68] 

En relación, con el mismo artículo, los 

señores Trejos, Esquivel, González Flores y 

Desanti, presentaron la siguiente moción: 

“Deberá preferirse al trabajador 

costarricense sobre el extranjero, en 

igualdad de condiciones. No podrá hacerse 

discriminación de ninguna clase respecto al 

monto de salarios, ventajas o condiciones de 

trabajo entre el costarricense y el 

extranjero”. [68] 

El Licenciado ESQUIVEL indicó que la moción 

por ellos presentada es más comprensiva 

que la otra del Social Demócrata, ya que 

prohíbe toda distinción entre el trabajador 

costarricense y el extranjero, ya sea en 

materia de salarios, trato o vivienda. Esta 

medida debe adoptarse, ya que es de 

fundamental importancia para la dignidad 

del trabajador costarricense. 

El Diputado MONGE ALVAREZ explicó que la 

moción por ellos suscrita prohibía toda clase 

de discriminación entre los trabajadores, no 

sólo por su nacionalidad, sino por su raza, 

ideología política, etc. Además, incluyen un 

principio que la reciente Conferencia de la 

O.I.T. celebrada en Montevideo recomienda, 

cual es la equiparación del trabajador 

campesino al de la ciudad. En algunos países 

se hace una discriminación odiosa entre 

ambos grupos de trabajadores. 

Los Representantes Esquivel y compañeros, 

acordaron variar su moción en los términos 

siguientes: 

“Deberá preferirse al trabajador 

costarricense sobre el extranjero, en 

igualdad de condiciones. No podrá hacerse 

discriminación de ninguna clase respecto al 

monto de salarios, ventajas o condiciones de 

trabajo entre el costarricense y el extranjero 

o respecto a algún grupo de trabajadores. 

Las leyes darán igual trato al trabajador 

campesino”. [68] 

La fracción Social Demócrata accedió a 

retirar su moción para dar curso a la 

anterior. 

El Diputado HERRERO pidió se le aclarara la 

extensión y los alcances de la frase final de la 

moción en debate. 

El Representante MONGE ALVAREZ explicó 

que en Costa Rica no existe discriminación 

entre el trabajador urbano y el del campo. 

Sin embargo, históricamente se justifica el 

principio que se pretende incorporar al 

artículo en discusión. En algunos países se les 
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ha negado el derecho de asociación a los 

trabajadores campesinos. En Costa Rica, por 

ejemplo, el trabajador del campo no está 

protegido contra los riesgos profesionales lo 

que no se justifica. 

Para el Diputado Chacón la frase final de la 

moción es innecesaria pues las Garantías 

Sociales son para todos los trabajadores sin 

discriminaciones en cuanto a si son urbanos 

o campesinos. 

El señor ARROYO sugirió que se votara la 

moción dividida en dos partes, lo que 

aceptaron los proponentes. Se aprobó la 

primera parte que dice: 

“Deberá preferirse al trabajador 

costarricense sobre el extranjero, en 

igualdad de condiciones. No podrán hacerse 

discriminaciones de ninguna clase respecto 

al monto de salarios, ventajas o condiciones 

de trabajo entre el costarricense y el 

extranjero, o respecto a algún grupo de 

trabajadores”. [68] La parte segunda 

fue desechada.” 

 

4. PROPUESTAS EN MATERIA DE 

EMBARGO DE SALARIO  

Los señores del Social Demócrata 

presentaron mociones para que a partir del 

artículo 62, se intercalen varios nuevos 

artículos, uno de los cuales dice: (…) 

“Los créditos provenientes del trabajo 

tendrán privilegios sobre los otros créditos. 

Se prohíbe embargar las prestaciones 

sociales en su totalidad y el salario en la 

proporción que la ley indique, salvo que se 

trate de obligaciones alimentarias 

adeudadas por el trabajador”. 

El Representante ORTIZ indicó que la moción 

no era adecuada de ir a un texto 

constitucional, pues se trata de una materia 

eminentemente de Código Civil, que por otra 

parte contempla el asunto. 

El señor MONGE ALVAREZ se refirió a la 

importancia de consagrar en la Constitución 

un principio como el propuesto, no importa 

que nuestro Código Civil lo contenga. 

El señor ARROYO también se manifestó en 

desacuerdo con la moción planteada, por 

estimarla demasiado reglamentaria. En 

términos parecidos se manifestó el 

Licenciado GONZALEZ HERRAN. 

Sometida a votación, fue desechada. Los 

mismos proponentes presentaron las 

siguientes mociones, que también 

fueron desechadas: 

“Las leyes darán garantías de alimentación, 

alojamiento, prevención y asistencia médica 

y social, para los trabajadores de las 

empresas, que exigen el alejamiento 

permanente del personal de los centros de 

población”. 

“Se prohíbe incluir en el contrato de trabajo 

cláusulas que restrinjan los derechos 

individuales, sociales o políticos”. 

5. PROTECCIÓN EN CONTRATOS DE 

APARCERÍA RURAL (ACTA 124) 

La fracción Social Demócrata presentó 

moción para que un nuevo artículo se lea del 

modo siguiente: 
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“Los contratos de aparcería rural serán 

regulados con el fin de asegurar la 

explotación racional de la tierra y la 

distribución equitativa de su producto entre 

propietarios y aparceros”. [69] 

La moción anterior provocó un largo debate 

en el que participaron varios señores 

Representantes. 

El Diputado ARROYO usó de la palabra para 

defender la tesis de la moción planteada. 

Dijo que en Costa Rica se cometen muchos 

abusos en los contratos de aparcería rural. 

Otros países han legislado sobre esta 

materia, para evitar la explotación y los 

abusos. 

El Licenciado VOLIO JIMENEZ manifestó que 

la moción era perfectamente justa y 

razonable, pero donde cabe, no es en el 

texto constitucional, sino en el Código Civil. 

En realidad, -dijo- nuestro Código fue 

conciso en esta materia. Se impone, en 

consecuencia, una legislación especial, que 

contemple todas las situaciones. Muchas 

veces ocurre que el usufructuario es el que 

comete los abusos en perjuicio de los 

propietarios. 

El Diputado MONGE ALVAREZ observó que 

en Costa Rica se han cometido muchos 

abusos con el contrato de aparcería rural, 

razón por la cual han creído necesario, 

incorporar en la Constitución un principio 

como el propuesto, para que 

posteriormente la ley lo venga a 

reglamentar, con base en una más justa 

distribución de los productos y una racional 

explotación de la tierra. 

La fracción Social Demócrata presentó 

moción para que un nuevo artículo de las 

Garantías Sociales se lea así: 

“El Estado mantendrá un sistema técnico y 

permanente de asistencia a los desocupados 

y de reintegración de los mismos al trabajo”. 

[72] 

El Diputado ZELEDON sugirió que se dijera 

“desocupados involuntarios”, lo que 

aceptaron los proponentes. 

El señor MONGE ALVAREZ se refirió a las 

consecuencias funestas del fenómeno de la 

desocupación, que no puede ser ignorado 

por el Estado. Es uno de los problemas más 

delicados del mundo contemporáneo. Es 

cierto que en nuestro país no se ha 

presentado el fenómeno de la desocupación 

con los caracteres con que se ha presentado 

en otras naciones, pero no por ello se puede 

afirmar que Costa Rica está al margen de 

este problema. De acuerdo con la situación 

imperante en el mundo actual, en el futuro 

se puede presentar la desocupación en 

nuestro país. Ante esa situación planteada, 

es necesario establecer desde ahora las 

medidas indispensables para tratar de 

aminorar los graves efectos, en la economía 

nacional y privada, del problema de la 

desocupación. 

El Diputado CHACON JINESTA indicó que le 

parecía inadecuado llevar a la Constitución el 

principio que se desea establecer, que viene 

a significar la ayuda obligatoria por parte del 

Estado a los desocupados. El fenómeno 

social de la desocupación -agregó- se 

presenta generalmente en las crisis 
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económicas. Es sabido que en épocas de 

crisis o depresión, el más afectado es el 

propio gobierno. De ahí que no podrá 

hacerse cargo de la asistencia de los 

desocupados. El Estado en casos de crisis 

económicas no podrá cumplir con esa 

obligación. 

El Licenciado FACIO explicó que en la 

fórmula general que han sometido al 

conocimiento de la Cámara no hace 

referencia al género de asistencia que 

proveerá el Estado a los desocupados, 

asunto que se resolverá de acuerdo con las 

circunstancias y condiciones económicas del 

Fisco, y especialmente de acuerdo con la 

naturaleza del fenómeno de desocupación 

que se presente. La asistencia puede ser 

mínima o llegar a ser lo suficientemente 

amplia para que el desocupado y su familia 

no sufran la falta del salario del primero. 

Añadió que el principio debe establecerse, 

ya que se trata de una de las pocas garantías 

sociales cuya naturaleza no es clasista. Todas 

las garantías sociales de nuestra 

Constitución son disposiciones relacionadas 

con los conflictos obrero-patronales. En 

cambio, el principio que se propone se sitúa 

al margen de estos conflictos clasistas, y 

contempla al obrero cuando precisamente 

necesita más la ayuda del Estado, cuando 

pierde el trabajo, al quedar cesante. El 

momento más trágico del trabajador es 

cuando se queda sin ocupación. La 

Constitución debe necesariamente prestar 

atención a ese problema. Es cierto que en 

casos de crisis económica será muy difícil, 

tanto la asistencia como la reintegración del 

trabajador a sus labores, pero la dificultad no 

es óbice para no dejar en la Constitución una 

fórmula general que deje constancia del 

interés del Estado por el problema de la 

desocupación. Se refirió a los métodos 

empleados por el extinto Presidente 

Roosevelt para solucionar el grave problema 

de la desocupación que se le presentó a los 

Estados Unidos durante la crisis económica 

mundial iniciada en el año 29. Roosevelt 

resolvió el grave problema echando mano a 

una serie de recursos que muchas críticas 

levantaron, pero que sirvieron para 

comenzar a atacar el problema: inició obras 

públicas y una amplia política de subsidios, 

financiados con déficits presupuestarios. 

6. PROTECCION A LOS DESOCUPADOS: 

La fracción Social Demócrata presentó 

moción para que un nuevo artículo de las 

Garantías Sociales se lea así: 

“El Estado mantendrá un sistema técnico y 

permanente de asistencia a los desocupados 

y de reintegración de los mismos al trabajo”. 

[72] 

El Diputado ZELEDON sugirió que se dijera 

“desocupados involuntarios”, lo que 

aceptaron los proponentes. 

El señor MONGE ALVAREZ se refirió a las 

consecuencias funestas del fenómeno de la 

desocupación, que no puede ser ignorado 

por el Estado. Es uno de los problemas más 

delicados del mundo contemporáneo. Es 

cierto que en nuestro país no se ha 

presentado el fenómeno de la desocupación 

con los caracteres con que se ha presentado 

en otras naciones, pero no por ello se puede 
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afirmar que Costa Rica está al margen de 

este problema. De acuerdo con la situación 

imperante en el mundo actual, en el futuro 

se puede presentar la desocupación en 

nuestro país. Ante esa situación planteada, 

es necesario establecer desde ahora las 

medidas indispensables para tratar de 

aminorar los graves efectos, en la economía 

nacional y privada, del problema de la 

desocupación. 

El Diputado CHACON JINESTA indicó que le 

parecía inadecuado llevar a la Constitución el 

principio que se desea establecer, que viene 

a significar la ayuda obligatoria por parte del 

Estado a los desocupados. El fenómeno 

social de la desocupación -agregó- se 

presenta generalmente en las crisis 

económicas. Es sabido que en épocas de 

crisis o depresión, el más afectado es el 

propio gobierno. De ahí que no podrá 

hacerse cargo de la asistencia de los 

desocupados. El Estado en casos de crisis 

económicas no podrá cumplir con esa 

obligación. 

El Licenciado FACIO explicó que en la 

fórmula general que han sometido al 

conocimiento de la Cámara no hace 

referencia al género de asistencia que 

proveerá el Estado a los desocupados, 

asunto que se resolverá de acuerdo con las 

circunstancias y condiciones económicas del 

Fisco, y especialmente de acuerdo con la 

naturaleza del fenómeno de desocupación 

que se presente. La asistencia puede ser 

mínima o llegar a ser lo suficientemente 

amplia para que el desocupado y su familia 

no sufran la falta del salario del primero. 

Añadió que el principio debe establecerse, 

ya que se trata de una de las pocas garantías 

sociales cuya naturaleza no es clasista. Todas 

las garantías sociales de nuestra 

Constitución son disposiciones relacionadas 

con los conflictos obrero-patronales. En 

cambio, el principio que se propone se sitúa 

al margen de estos conflictos clasistas, y 

contempla al obrero cuando precisamente 

necesita más la ayuda del Estado, cuando 

pierde el trabajo, al quedar cesante. El 

momento más trágico del trabajador es 

cuando se queda sin ocupación. La 

Constitución debe necesariamente prestar 

atención a ese problema. Es cierto que en 

casos de crisis económica será muy difícil, 

tanto la asistencia como la reintegración del 

trabajador a sus labores, pero la dificultad no 

es óbice para no dejar en la Constitución una 

fórmula general que deje constancia del 

interés del Estado por el problema de la 

desocupación. Se refirió a los métodos 

empleados por el extinto Presidente 

Roosevelt para solucionar el grave problema 

de la desocupación que se le presentó a los 

Estados Unidos durante la crisis económica 

mundial iniciada en el año 29. Roosevelt 

resolvió el grave problema echando mano a 

una serie de recursos que muchas críticas 

levantaron, pero que sirvieron para 

comenzar a atacar el problema: inició obras 

públicas y una amplia política de subsidios, 

financiados con déficits presupuestarios. 

De nuevo intervino en el debate el 

Representante FACIO. Indicó que todos 

estaban de acuerdo en que el fenómeno de 

la desocupación es uno de los más graves y 



 

8 

difíciles del mundo contemporáneo. No por 

el hecho de que nuestro país esté al margen 

de ese problema como problema normal del 

mundo industrial, debemos 

despreocuparnos del mismo. Agregó que 

estaba de acuerdo con el señor Arias en que 

la fórmula adecuada y razonable para 

solucionar el problema de la cesantía estaba 

en el seguro de desocupación. Por esa razón, 

su fracción presentó en una de las sesiones 

anteriores la fórmula -que se aprobó- de que 

el trabajador despedido injustamente de su 

trabajo recibirá una indemnización, siempre 

y cuando no estuviera establecido el seguro 

de desocupación. Sin embargo, entiendo 

que el seguro de desocupación es difícil de 

establecer, máxime en un medio como el 

nuestro, que no se puede crear de golpe. Por 

tanto, mientras no se llegue al 

establecimiento del mismo, el Estado, por 

los medios más adecuados, debe hacer 

frente al problema de la desocupación. Aun 

en los países más organizados y 

económicamente poderosos como los 

Estados Unidos, donde los seguros han 

alcanzado una gran extensión y una gran 

eficiencia, en el presupuesto cuando la 

desocupación crece, existe un renglón 

importante de muchos millones de dólares 

para hacer frente a la desocupación. ¿Por 

qué? Porque el Seguro no puede dar abasto 

por sí solo. En Costa Rica, país poco 

organizado y débil económicamente, el 

establecimiento del seguro de desocupación 

sería difícil de alcanzar. La Misma Caja de 

Seguro Social tropieza con una serie de 

dificultades con los seguros hasta ahora 

establecidos. Agregó que el problema del 

auxilio de cesantía es muy difícil. 

Prácticamente sólo existen dos soluciones 

para el mismo -como lo ha demostrado en 

varios artículos que recientemente publicara 

el Licenciado don Hernán Bejarano- que son: 

el auxilio de cesantía en la forma establecida 

y el seguro de desocupación. El ideal sería 

llegar al seguro de desocupación. Sin 

embargo, mientras no se logre ese 

desiderátum, debe establecerse una 

institución que se haga cargo de esos 

servicios de protección y reintegración del 

desocupado al trabajo. 

Los proponentes acordaron variar su moción 

en los términos siguientes: 

“El Estado mantendrá mientras no exista un 

seguro de desocupación, un sistema técnico 

permanente de protección a los 

desocupados involuntarios y procurará la 

reintegración de los mismos al trabajo”. 

Sometida a votación, fue aprobada. 

 

7. PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO: 

“El señor MONGE ALVAREZ manifestó que 

por un error había variado el texto de la 

Carta del 71 que señala que el trabajo 

extraordinario será pagado con un 50% más. 

También estuvo de acuerdo en incluir en la 

moción el principio señalado por el 

Licenciado Arroyo. Sin embargo, no estuvo 

de acuerdo en aceptar la tesis del señor 

Baudrit Solera, pues prefiere que la 

Constitución venga a establecer que el 

trabajo extraordinario, será pagado con un 

50% más, como una garantía para el 
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trabajador y para que la ley señale 

porcentajes menores”. 

“El Diputado GUIDO se refirió al caso 

concreto de los trabajadores del muelle de 

Puntarenas, quienes, por exigencias de los 

capitanes de barcos, se ven obligados 

muchas veces a trabajar 

ininterrumpidamente por espacio de 

muchas horas, haciendo jornadas semanales 

de 50 y más horas. Desde luego esta clase de 

trabajo es sumamente pesado y agobiador. 

Necesita ser pagado, cuando menos, al 

doble”. 

8. REGULACION DE LA JORNADA Y LAS 

CARGAS DE TRABAJO 

El señor MONGE ALVAREZ expresó que en 

realidad don Juan Guido tenía razón, ya que 

el trabajo de los muelleros es excesivamente 

pesado, pero estima que la Constitución no 

debe entrar a considerar esos detalles, 

propios de la legislación positiva. Por otra 

parte, el agregado de que las disposiciones 

contenidas no se aplicarán en los casos de 

excepción, muy calificados, que determine la 

ley, soluciona el problema, ya que se da 

campo a que la ley posterior venga a 

contemplar el caso especial de los muelleros 

de Puntarenas; y de los otros trabajadores 

que requieran un trato especial, dada la 

condición de sus labores. 

9. LA JORNADA DE 8 HORAS: 

En relación con el artículo 54, los mismos 

proponentes de la anterior presentaron 

moción para que se lea así: 

“La jornada ordinaria de trabajo diurno no 

podrá exceder de ocho horas en el día y 

cuarenta y ocho a la semana. La jornada 

normal de trabajo nocturno no podrá 

exceder de seis horas diarias, y treinta y seis 

a la semana. El trabajo extraordinario deberá 

ser remunerado como salario doble”. [58] 

El señor MONGE ALVAREZ explicó que la 

moción se incluía en el artículo 54, con la 

excepción de que se señala claramente que 

la jornada normal de trabajo nocturno no 

podrá exceder de seis horas diarias y treinta 

y seis a la semana, además han pensado que 

lo relacionado con las vacaciones debe ir a 

un nuevo artículo, que luego propondrán. 

El señor Montealegre observó que en la 

agricultura existe una serie de trabajos 

suaves, que requieren más de ocho horas 

diarias. Si el trabajo extraordinario se va a 

pagar el doble del ordinario, resultará 

insoportable para la agricultura. 

El Representante MONGE ALVAREZ varió su 

moción en los términos siguientes: “La 

jornada ordinaria de trabajo diurno no podrá 

exceder de ocho horas en el día y cuarenta y 

ocho a la semana. La jornada normal de 

trabajo nocturno no podrá exceder de seis 

horas diarias y treinta y seis a la semana. El 

trabajo en horas extraordinarias deberá ser 

remunerado con un cincuenta por ciento 

más de los sueldos o salarios estipulados. Sin 

embargo, estas disposiciones no se aplicarán 

en los casos de excepción, muy calificados, 

que determine la ley”. Puesta a votación 

fue aprobada. 
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10. DERECHO A DESCANSAR 

El señor MONGE ALVAREZ, a nombre de sus 

compañeros, presentó la siguiente moción 

para que un nuevo artículo diga así: “Los 

trabajadores tendrán derecho a un día 

completo de descanso después de seis días 

consecutivos de trabajo y a vacaciones 

anuales pagadas en una proporción no 

menor de quince días por cada cincuenta 

semanas de trabajo continuo”. 

El señor TREJOS indicó que prefería el 

párrafo final del artículo 54 de la Carta de 71, 

que contiene los mismos conceptos que la 

moción anterior. El Licenciado ESQUIVEL 

observó que la fijación de las vacaciones 

anuales pagadas en quince días, se prestaría 

a conflictos entre patronos y obreros, ya que 

existen días feriados. Lo más propio es 

fijarlas en dos semanas después de 

cincuenta semanas de trabajo continuo, tal y 

como lo establece la Constitución de 1871. El 

señor MONGE ALVAREZ redactó la fórmula 

siguiente, en la que ha acogido las diferentes 

observaciones hechas: “Todos los 

trabajadores tendrán derecho a un día 

completo de descanso después de seis días 

consecutivos de trabajo y a vacaciones 

anuales pagadas, cuya extensión y 

oportunidad serán reguladas por la ley, pero 

cuyo monto no podrá ser fijado en una 

proporción menor de dos semanas para cada 

cincuenta semanas de servicio continuo”. 

[59] 

Puesta a votación la moción anterior, 

fue aprobada. 

11. DERECHO A SINDICALIZARSE 

En relación con el artículo 55 de la 

Constitución del 71, el Diputado MONGE 

ALVAREZ presentó moción para que se lea 

así: 

“Tanto los patronos como los trabajadores 

podrán sindicalizarse libremente, con el fin 

exclusivo de obtener y conservar beneficios 

económicos, sociales y profesionales. Los 

dirigentes sindicales sólo podrán ser 

despedidos de su trabajo por causa justa”.  

12. EL FUERO SINDICAL:  

 “El señor ARROYO indicó que comprendía 

muy bien los alcances de la moción anterior, 

al establecer un privilegio para los dirigentes 

sindicales. Sin embargo, opina que se trata 

de una materia de la legislación positiva y no 

de una Constitución, que no puede incluir 

privilegios para nadie.” 

“El Licenciado ESQUIVEL observó que esa 

disposición constituye nada menos que una 

patente de permanencia indefinida en su 

trabajo para el dirigente sindical, con los 

abusos consiguientes. La realidad es que el 

patrono le será muy difícil justificar el 

despido de un jefe sindical. Además, en un 

capítulo de Garantías Sociales piensa que no 

deben incorporarse privilegios especiales 

para un determinado grupo de trabajadores, 

en contra de los intereses patronales. 

Agregó que votaría la moción, siempre y 

cuando de la misma se suprimiera el párrafo 

final, que no suena bien ni en una 

Constitución ni en un Código de Trabajo”. 

El señor TREJOS indicó que ese privilegio, 

lejos de beneficiar a los dirigentes sindicales, 

les iba a causar un gran daño, ya que de 
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pasar, les será difícil encontrar trabajo. Por 

lo demás, opina que ese artículo es una 

repetición innecesaria de una Garantía 

Individual que establece la libertad de 

asociación. Por todas esas razones, no la 

votará. 

El Diputado MONGE ALVAREZ aceptó dividir 

su moción en dos partes. Luego explicó los 

motivos por los cuales ha pedido la 

incorporación en nuestro texto 

constitucional de una garantía para el 

dirigente sindical. Añadió que la garantía del 

artículo 55 en la práctica constituye una 

farsa, una mentira, pues a quienes 

corresponde hacer efectivo ese derecho de 

la clase trabajadora, es precisamente a los 

dirigentes sindicales, expuestos a toda clase 

de persecuciones y a la animadversión por 

parte de los patronos. De ahí que no cree en 

la libre sindicalización para los trabajadores, 

cuando el hombre que abraza esa causa con 

fervor y desinterés, está expuesto al despido 

injustificado. Por otra parte, no se trata de 

un privilegio para un determinado grupo de 

trabajadores. Simplemente se trata de una 

garantía para hacer efectivo el principio de 

libre sindicalización por parte de los 

trabajadores.”  

“Dijo luego que el señor Esquivel no tenía 

razón para decir que tal principio vendría a 

constituir una patente de permanencia 

indefinida en el trabajo de un dirigente 

sindical, ya que el mismo Código de Trabajo, 

en su artículo 81, establece claramente las 

causales para despedir a un trabajador 

justificadamente. Esas enumeraciones del 

artículo 81 son suficientes para despedir a un 

obrero, cuando no cumpla con su deber o 

cause daño a la empresa, pero no para que 

se le despida por causa de sus actividades 

sindicales”. 

“ El señor Monge Álvarez expresó que en 

realidad el término sindicalización no se 

incluye en el Diccionario. Sin embargo, 

debido a su uso generalizado cada vez más, 

la Real Academia no tendrá otro camino que 

aceptarlo. Por eso prefiere el concepto 

sindicalización que es más amplio y conocido 

por todos”. 

Sometida a votación la primera parte de la 

moción en debate, que dice: “Tanto los 

patronos como los trabajadores podrán 

sindicalizarse libremente con el fin exclusivo 

de obtener y conservar beneficios 

económicos, sociales o profesionales” [60], 

fue aprobada. 

13. ARGUMENTOS CONTRA EL FUERO 

SINDICAL Y DERECHO A HUELGA: 

Se discutió luego la segunda parte respecto 

a la que los dirigentes sindicales no podrán 

ser despedidos sino por causa justa. 

El Licenciado ESQUIVEL, nuevamente 

intervino en el debate para insistir en su 

punto de vista anterior. Apuntó que la 

experiencia adquirida en su práctica 

profesional en materia de trabajo, le ha 

dicho que en el 80% de los casos, para que el 

patrono proceda a despedir a un trabajador 

que no cumple con su deber, tiene que 

hacerlo apoyándose en las declaraciones de 

los otros compañeros de labores. Es muy 

posible que, si se trata de un dirigente 

sindical, por razones muy humanas, ningún 
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compañero declarará en contra suya. De ahí 

que permanecerá indefinidamente en su 

puesto. Existe, además, otro peligro, 

continuó diciendo el señor Esquivel, cuando 

los jefes sindicales se vean protegidos nada 

menos que por un canon constitucional, es 

muy posible que la mayoría de ellos 

abandonen sus labores, ya que estarán 

asegurados en la permanencia de sus cargos. 

Debemos buscar el justo medio, huyendo de 

todo privilegio extremista, por técnica 

constitucional. Añadió que estaba en 

condiciones de afirmar que no todos los 

patronos proceden contrariamente, el 

camino está en hacerles ver a esos patronos 

retrógrados las ventajas de la sindicalización 

para patronos y obreros. Por estas razones, 

no votará la moción, aun cuando no deja de 

reconocer las virtudes y la sinceridad con 

que procede el proponente de la misma. 

Este último de nuevo intervino en el debate 

para insistir y defender su punto de vista. Así 

como la Constitución establece ciertas 

garantías para los Diputados, como la de no 

poder ser detenidos mientras conserven su 

credencial de Representante del pueblo, 

debe dársele ciertas garantías al dirigente 

sindical, como medio de respaldar el 

derecho de los trabajadores a la 

sindicalización. Se trata de garantizar la 

libertad de sindicalización, así como al 

Diputado su libertad de pensamiento y de 

acción. Añadió que mientras no se alcanzara 

por parte de ciertos patronos ese grado de 

cultura del que habló el Licenciado Esquivel, 

los dirigentes sindicales siempre estarán 

expuestos a persecuciones. 

El Representante MONTEALEGRE declaró 

que él jamás pertenecerá a un sindicato, 

pues considera que cada uno debe proceder 

con absoluta libertad. Agregó que en todos 

los actos de la vida es indispensable la 

obediencia. Si en el trabajo no se mantiene 

este principio, no habrá posibilidad para 

trabajar. Cuando en una empresa industrial 

o en una finca el patrono no puede mandar, 

la empresa no marchará bien. También 

piensa que si los patronos se unieran en 

perjuicio de los trabajadores es inhumano. 

Pero tampoco éstos deben unirse en 

perjuicio de aquéllos, lo que iría en perjuicio 

de la economía del país. Opina que la 

libertad de trabajo ha de ser perfecta. Una 

empresa con un dirigente sindical metido 

dentro de ella, no podrá trabajar. Para 

beneficio de la economía nacional, es 

necesaria la armonía entre patronos y 

obreros. Indicó luego que el porvenir de 

Costa Rica está en la agricultura, que hoy se 

encuentra en una situación lamentable, casi 

de ruina. En gran parte esta ruina de nuestra 

agricultura se debe a las leyes sociales. El 

agricultor no puede soportar las 

obligaciones sociales. Mientras al agricultor 

no se le exima de estos compromisos, la 

agricultura no podrá levantarse en Costa 

Rica, país pobre. De ahí que estima que es el 

momento de arreglar las cosas. 

El Diputado ARROYO expresó que de ambas 

partes había cierta dosis de razón. Su 

primera reacción fue en contra de la 

estipulación de un privilegio en la 

Constitución en favor de los dirigentes 

sindicales. Sin embargo, pensando un poco 
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las cosas, cree que esa no es la medida más 

aconsejable, ya que se necesita proteger, en 

alguna forma, al dirigente sindical. Propone, 

en consecuencia, una tesis intermedia, para 

que en el Código de Trabajo se contemple la 

situación de los dirigentes sindicales, 

estableciendo a favor de ellos una 

protección especial, que los ponga al margen 

de los abusos y de las represalias por parte 

de ciertos patronos. Aclaró que esto no 

significaba establecer un privilegio. 

RESPUESTA DE LUIS ALBERTO: 

El Representante MONGE ALVAREZ 

brevemente se refirió a las observaciones de 

don Edmundo Montealegre. Expresó que la 

disminución de la producción agrícola si es 

que la ha habido, aun cuando 

personalmente estima que la afirmación 

carece de base, ya que la producción en 

algunos aspectos, lejos de disminuir ha 

aumentado notablemente, no se debe a las 

leyes sociales, sino a otros muchos factores, 

entre los que señala la falta de una política 

económica bien planeada y dirigida, por 

parte del Estado. Trajo como ejemplo el caso 

de países como la Argentina, a pesar de estar 

separado ideológicamente del régimen 

actual que impera en la nación del Sur, y los 

Estados Unidos, los que aun cuando han 

promulgado una serie de leyes sociales muy 

avanzadas, su producción agrícola e 

industrial, lejos de disminuir, aumenta día 

con día. Todo esto nos viene a demostrar 

que el mal de nuestro país no se debe a la 

promulgación de la legislación social. 

El Representante GAMBOA declaró que no 

votaría la moción planteada, que vendría a 

incrementar el antagonismo entre las clases. 

Añadió que comprendía muy bien que era 

necesario proteger al dirigente sindical, 

porque en esa forma se protege a las 

personas que él representa. Sin embargo, el 

agregado propuesto es contraproducente 

para los mismos trabajadores. 

El Representante ORTIZ expuso las razones 

que lo mueven a no votar la moción en 

debate. De aprobarse, en el futuro un 

dirigente sindical que ha organizado, por 

ejemplo, una huelga en una empresa 

determinada, no podrá ser despedido por el 

patrono, aun cuando éste le pague todas sus 

prestaciones legales. No se puede aceptar 

este extremo. Como generalmente ocurre 

que existen desavenencias entre el patrono 

y el dirigente sindical, éste no trabaja sino 

que consagra sus esfuerzos al sindicato, que 

le fija un sueldo determinado. Agregó que 

para la realidad nacional le parece muy 

peligroso establecer el principio, por cuanto 

la mayoría de nuestras empresas son 

pequeñas. El patrono vive metido en ellas, 

en contacto permanente con sus obreros. La 

mayor parte de las veces el patrono es un 

trabajador más que cuida su empresa 

durante todas las horas de trabajo. No se 

trata de consorcios de acero en los que los 

dueños no sospechan quienes son sus 

trabajadores. No es posible aceptar la tesis 

de que el patrono no podrá despedir a una 

persona que lo ha extorsionado en sus 

labores organizando una huelga. En 

empresas muy grandes, el patrono no 

conoce a sus obreros. El dirigente sindical 

puede perfectamente moverse libremente 
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en la empresa, sin temer las represalias del 

patrono. 

14. DEFENSA DE LOS DIRIGENTES 

SINDICALES  

El Diputado MONGE ALVAREZ de nuevo 

intervino en el debate para volver sobre 

varios puntos de vista anteriores. Lo que 

pretenden es que un dirigente sindical que 

ha organizado, por ejemplo, una huelga, no 

pueda ser despedido como represalia a su 

actitud. No es justo que una persona que se 

ha dedicado al bienestar de sus compañeros, 

reciba como pago un despido inmediato. Si 

esto es así, todos estos principios resultarán 

inoperantes, ya que ningún dirigente sindical 

se sentirá con ánimo de organizar 

nuevamente un movimiento huelguístico, si 

sabe que por ello será despedido de su 

trabajo. Agregó que los movía el deseo de 

garantizar al trabajador de sus derechos. 

El Diputado ORTIZ aclaró que no siempre los 

movimientos de huelga eran justos. Algunas 

veces obedecen a causas injustas, ¿por qué, 

entonces, en estos casos obligar al patrono a 

mantener en su empresa un elemento 

disolvente? Por otra parte, siempre el 

sindicato tiene oportunidad de organizar 

esos movimientos, sin necesidad de tener un 

dirigente metido en la empresa. Existe 

todavía otro peligro a la hora de despedir a 

un trabajador. Este exhibe una credencial 

que le puedan haber extendido a último 

momento en la que consta su carácter de 

directivo sindical. 

Agotado el debate en torno a la segunda 

parte de la moción del Diputado Monge 

Álvarez, que dice: “Los dirigentes sindicales 

sólo podrán ser despedidos de su trabajo por 

causa justa”, fue desechada. 

DERECHO DE HUELGA 

En relación con el artículo 56, la fracción 

Social Demócrata presentó moción para que 

se lea así: “Se reconoce el derecho de los 

patronos al paro y de los trabajadores a la 

huelga, con el fin exclusivo de obtener y 

conservar beneficios económicos, sociales o 

profesionales, salvo en los servicio públicos”.  

“El Diputado MONGE ALVAREZ expresó que 

no era por el camino de las restricciones que 

se pueden detener las huelgas. Es necesario 

ir a sus causas, terminar con una serie de 

injusticias sociales. Quienes pretenden 

detener las huelgas por el sistema de las 

restricciones ignoran que son un fenómeno 

social que obedece a muchas causas 

complejas. El derecho a la huelga es una de 

las conquistas fundamentales alcanzadas 

por los trabajadores, después de luchas 

cruentas. La moción del señor Esquivel -

añadió luego- representa un cercenamiento 

a ese derecho de la clase trabajadora ya que 

prohíbe las huelgas en servicios de utilidad 

pública y en las labores agrícolas. 

ARGUMENTOS CONTRA LAS HUELGAS DE 

OTROS CONSTITUYENTES: 

El señor MONTEALEGRE observó la 

conveniencia de mantener el concepto final 

del artículo 56, en el sentido de que las 

regulaciones que haga posteriormente la ley 

al derecho de huelga, deben desautorizar 

todo acto de coacción o de violencia. El 

Licenciado ESQUIVEL se pronunció en 
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términos parecidos. Además, sugirió decir, 

en lugar de servicios públicos, “servicios de 

utilidad pública”, expresión más correcta, ya 

que la primera se puede entender como los 

servicios que se prestan en las oficinas 

públicas. El Diputado MONGE ALVAREZ 

acogió la sugerencia de don Edmundo 

Montealegre, pero no el cambio de 

expresiones apuntado por el segundo. El 

Diputado TREJOS indicó la conveniencia de 

prohibir las huelgas en las labores agrícolas, 

dada la importancia vital de la producción 

agrícola de nuestro país. Una huelga en esta 

clase de labores puede traer como 

consecuencia la perdida de una o más 

cosechas, con los perjuicios consiguientes 

para la colectividad. El Licenciado FACIO 

expresó que, sin perjuicio de que en el futuro 

se estudie con más cuidado el significado 

gramatical e ideológico, de los términos 

“servicios de utilidad pública”, delimitando 

los campos de cada uno de ellos, piensa que 

es mejor mantener la redacción original de la 

Constitución del 71 en esta materia. En 

Derecho Administrativo, son servicios 

públicos aquellas actividades, que, por su 

importancia y significado en la vida nacional, 

no pueden ser paralizadas, como la 

producción y distribución de energía 

eléctrica. En esa acepción amplia, quedan 

comprendidas las ramas básicas de la 

agricultura, en las que no es posible aceptar 

la huelga que venga a paralizarlas. 

El Diputado ESQUIVEL aclaró que el principio 

de poner a salvo del derecho de paro o de 

huelga las actividades agrícolas 

fundamentales, lo establece nuestro Código 

de Trabajo en su artículo 369, inciso b). La 

explicación es fácil; siendo la agricultura la 

actividad fundamental del país, sobre la que 

gravita nuestra economía, no puede 

aceptarse una huelga que venga a paralizar 

actividades vitales para la nación. De ahí -

continuó diciendo- que estamos en la 

obligación de erigir en norma constitucional 

la prohibición de huelgas en la agricultura. 

Añadió que la fórmula “servicios de utilidad 

pública” es más comprensiva que la de 

“servicios públicos”, que originalmente trae 

el artículo 56. 

Sometida a votación la moción Social 

Demócrata, fue desechada. 

15. NUEVA MOCION PARA REGULAR LA 

HUELGA: 

Se entró a discutir luego la moción del 

Licenciado ESQUIVEL, que dice: 

“Se reconoce el derecho de los patronos al 

paro y de los trabajadores a la huelga, salvo 

en las labores agrícolas y en los servicios de 

utilidad pública, de acuerdo con la 

determinación que de éstos haga la ley y 

conforme a las regulaciones que la misma 

establezca, las cuales deberán desautorizar 

todo acto de coacción o violencia”. [61] 

El Diputado HERRERO manifestó que la 

prohibición de las huelgas en las labores 

agrícolas va en beneficio de todos los 

costarricenses sin distingos de ninguna clase. 

El Representante MONGE ALVAREZ insistió 

en que la moción en debate representaba 

una violación de la garantía del artículo 56. 

Recordó que la Asamblea, en cierta forma se 
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había comprometido a no cercenar ninguna 

de las garantías sociales del texto 

constitucional del 71. La moción de Esquivel 

prácticamente acaba con el derecho de 

huelga logrado por los trabajadores después 

de las más trágicas luchas de la historia. No 

debe olvidarse que la gran mayoría de los 

trabajadores del país son agrícolas. Si se les 

restringe el derecho de ir a la huelga, se les 

estará cercenando uno de sus derechos 

básicos. De hecho pues, se está prohibiendo 

ese derecho a la mayoría de los trabajadores 

costarricenses. Agregó que en la zona 

bananera existen muchas actividades que 

bien pueden paralizarse mediante una 

huelga. De pasar la moción en debate, los 

trabajadores de esa zona no podrán ir a la 

huelga en casos justificados. Insistió 

nuevamente en que no era por el camino de 

las restricciones como se puede terminar 

con el fenómeno social de las huelgas, aun 

cuando expresamente se prohíban en 

determinadas actividades, como fenómenos 

sociales que son, en cualquier momento 

pueden aparecer. En este sentido, citó las 

huelgas de la “Northern” y del “Ferrocarril 

Eléctrico al Pacífico”. De acuerdo con 

nuestras leyes, ambas huelgas estaban 

prohibidas. Sin embargo, como obedecían a 

causas justas, no se las pudo detener. Las 

huelgas no se pueden acabar llevando las 

prohibiciones a la Constitución. Sólo se 

acabarán cuando se hayan solucionado los 

problemas que las motivan. 

Sometida a votación la moción Social 

Demócrata, fue desechada. Se entró a 

discutir luego la moción del Licenciado 

ESQUIVEL, que dice: 

“Se reconoce el derecho de los patronos al 

paro y de los trabajadores a la huelga, salvo 

en las labores agrícolas y en los servicios de 

utilidad pública, de acuerdo con la 

determinación que de éstos haga la ley y 

conforme a las regulaciones que la misma 

establezca, las cuales deberán desautorizar 

todo acto de coacción o violencia”. [61] 

16. LA RERUM NOVAUM INSISTE EN LA 

DEFENSA DEL DERECHO DE HUELGA:  

El Representante MONGE ALVAREZ insistió 

en que la moción en debate representaba 

una violación de la garantía del artículo 56. 

Recordó que la Asamblea, en cierta forma se 

había comprometido a no cercenar ninguna 

de las garantías sociales del texto 

constitucional del 71. La moción de Esquivel 

prácticamente acaba con el derecho de 

huelga logrado por los trabajadores después 

de las más trágicas luchas de la historia. No 

debe olvidarse que la gran mayoría de los 

trabajadores del país son agrícolas. Si se les 

restringe el derecho de ir a la huelga, se les 

estará cercenando uno de sus derechos 

básicos. De hecho pues, se está prohibiendo 

ese derecho a la mayoría de los trabajadores 

costarricenses. Agregó que en la zona 

bananera existen muchas actividades que 

bien pueden paralizarse mediante una 

huelga. De pasar la moción en debate, los 

trabajadores de esa zona no podrán ir a la 

huelga en casos justificados. Insistió 

nuevamente en que no era por el camino de 

las restricciones como se puede terminar 

con el fenómeno social de las huelgas, aun 
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cuando expresamente se prohíban en 

determinadas actividades, como fenómenos 

sociales que son, en cualquier momento 

pueden aparecer. En este sentido, citó las 

huelgas de la “Northern” y del “Ferrocarril 

Eléctrico al Pacífico”. De acuerdo con 

nuestras leyes, ambas huelgas estaban 

prohibidas. Sin embargo, como obedecían a 

causas justas, no se las pudo detener. Las 

huelgas no se pueden acabar llevando las 

prohibiciones a la Constitución. Sólo se 

acabarán cuando se hayan solucionado los 

problemas que las motivan.(ACTA 123) 

Artículo 3º.- La Secretaría dio lectura a una 

comunicación de la Confederación de 

Trabajo Rerum Novarum en relación con el 

derecho de huelga de los trabajadores. ACTA 

124 SOBRE LA HUELGA 

Artículo 4º.- Se continuó en la discusión del 

capítulo de las Garantías Sociales de la 

Constitución del 71. 

El Representante ARROYO presentó moción 

de revisión del artículo aprobado ayer en 

relación con el derecho de huelga de los 

trabajadores y patronos. De prosperar la 

revisión, hace moción para que el artículo 

respectivo se lea así: 

“Se garantiza el derecho de huelga a los 

trabajadores y de paro a los patronos, con el 

fin exclusivo de obtener y conservar 

beneficios económicos, sociales o 

profesionales, salvo en los servicios públicos. 

Para el ejercicio de este derecho existirá una 

reglamentación especial que asegure un 

período conciliatorio. Queda 

terminantemente prohibido el ejercicio de 

violencia o coacción como medio de 

impulsar, mantener o paralizar los 

movimientos de huelga o paro”. [61] 

El proponente indicó que la fórmula 

aprobada en la sesión anterior representada 

un cercenamiento del derecho de huelga. En 

el futuro un Congreso puede interpretar en 

una forma muy amplia los alcances del 

término “servicios de utilidad pública”, 

menoscabando el derecho de huelga. Se 

puede hasta llegar a decir que un contrato 

bananero, por ejemplo, es de utilidad 

pública, para poner a la empresa al margen 

de movimientos huelguísticos. 

El Licenciado ESQUIVEL expresó que la única 

variante de su moción aprobada con 

respecto al artículo 56 de la Carta 71, que 

tanto parece haber preocupado al 

Representante de la Rerum Novarum, señor 

Arroyo, es la que se refiere a la incorporación 

del concepto: “servicios de utilidad pública” 

en lugar de “servicios públicos”, que es 

mucho más compresivo. Precisamente el 

Código de Trabajo da ese significado al 

término “servicios públicos”. Agregó que su 

actitud no obedecía al deseo de cercenar un 

derecho a los trabajadores, ni a hacer 

ilusoria una garantía social. Se ha ceñido a lo 

que en esta materia trae el Código de 

Trabajo, el cual dentro del término “servicios 

públicos” incluye una serie de actividades 

fundamentales, que no pueden ser 

afectadas por una huelga. Esas actividades 

de manifiesto interés público- como la 

producción y distribución de energía 

eléctrica- deben ponerse al margen de una 

huelga, no para estrujar a los trabajadores, 
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sino en beneficio de la sociedad en general. 

Insistió en que su intención no fue la de 

coartar un derecho a los trabajadores, sino la 

de buscar el justo medio, evitando así a la 

colectividad los peligros de una huelga 

indiscriminada. 

El Diputado MONGE ALVAREZ manifestó la 

complacencia al enterarse de que el 

compañero Arroyo ha presentado una 

moción de revisión sobre lo acordado en la 

sesión anterior respecto al derecho de 

huelga, consagrado en todas las 

Constituciones de los países más 

adelantados. Agregó luego que había 

buscado en los libros de los tratadistas de 

derecho de trabajo, los alcances de la 

acepción “servicios de utilidad pública”. Sin 

embargo, ninguno de los tratadistas a 

quienes consultó se refiere a ese término. 

Todos hablan de “servicios públicos”, en los 

que están prohibidas las huelgas. Además el 

término aprobado de la moción del señor 

Esquivel es demasiado amplio, comprende 

prácticamente todas las actividades 

económicas del país, ya que todas son de 

evidente utilidad pública. Indicó después lo 

que en la sesión anterior expuso, esto es, 

que no es por el camino de las restricciones 

como se puede acabar con el fenómeno 

social de las huelgas. 

El Diputado VARGAS VARGAS declaró que 

deliberadamente no había querido 

participar en el debate. En la sesión anterior 

no votó la moción del compañero Monge 

Álvarez, por cuanto la huelga reciente del 

Ferrocarril Eléctrico al Pacífico -que él había 

apoyado y defendido- demostró la injusticia 

de prohibirles a los trabajadores de servicios 

públicos ir a la huelga, cuando los motivos 

eran justos. Luego leyó respecto a las 

limitaciones al derecho de huelga, algunos 

conceptos del tratadista de la materia. Dr. 

Carlos García Oviedo, catedrático de la 

Universidad de Sevilla. Añadió que votaría la 

moción planteada que se ajusta a una 

realidad. Caso de no prosperar la moción del 

señor Arroyo, está de acuerdo en que se 

mantenga el artículo 56 íntegro. 

El Diputado BRENES GUTIERREZ, manifestó 

que estaba con la tesis del señor Esquivel, 

que se ajusta en un todo a lo dispuesto en el 

artículo 369 del Código de Trabajo. El 

término aprobado “servicios de utilidad 

pública” es el que conviene y opina que no 

perjudica en nada a los trabajadores. 

El Licenciado GAMBOA indicó que votaría la 

revisión, pues considera que de mantenerse 

la fórmula aprobada en la sesión anterior, el 

derecho de huelga está amenazado de 

muerte. Mañana, para evitar un movimiento 

huelguístico en determinada industria, se 

dirá que es de utilidad pública. Lo mismo 

podría ocurrir respecto de cualquier 

contratación bananera. En la Constitución 

debe establecerse en una forma que no se 

preste a dudas o a malas interpretaciones, el 

derecho legítimo de los trabajadores a la 

huelga. 

Sometida a votación la revisión, 

fue aprobada. 

El Diputado CHACON JINESTA se refirió 

brevemente al asunto en discusión. Empezó 

diciendo que la fórmula aprobada en la 
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sesión anterior prácticamente liquidaba el 

derecho de huelga de los trabajadores. En 

Costa Rica la gran mayoría de los 

trabajadores son de la agricultura, cuyas 

ramas evidentemente son de utilidad 

pública. De mantenerse este concepto, es 

lógico que el derecho de huelga habrá 

desaparecido de nuestra legislación. Estima 

más prudente mantener la redacción 

original del texto del 71, por lo que sugiere al 

compañero Arroyo que retire su moción 

para darle curso a la de Castro Sibaja. El 

proponente acordó retirar su moción. 

Sometida a votación la moción del Diputado 

Castro Sibaja para que se conserve el artículo 

56 tal y como está, fue aprobada. 

En consecuencia el artículo 56 de la nueva 

Constitución se leerá así: 

“Se reconoce el derecho de los patronos al 

paro y de los trabajadores a la huelga salvo 

en los servicios públicos, de acuerdo con la 

determinación que de éstos haga la ley y 

conforme a las regulaciones que la misma 

establezca, las cuales deberán desautorizar 

todo acto de coacción o de violencia”. (ACTA 

123)  

 

DESPIDOS INJUSTIFICADOS 

La fracción Social Demócrata presentó 

moción para crear un nuevo artículo que 

diga: 

“Los trabajadores despedidos sin justa causa 

tendrán derecho a una indemnización, 

siempre y cuando no se encuentren 

cubiertos por un seguro de desocupación”. 

[63] 

El señor MONGE ALVAREZ explicó que la 

moción anterior consagra un principio ya 

establecido en nuestra legislación de 

trabajo. Si la Asamblea acepta elevarlo a la 

categoría de precepto constitucional, habrá 

incorporado un principio de gran 

importancia para los trabajadores.  

Los Diputados LEIVA y MORUA indicaron la 

conveniencia de aceptar el artículo cuya 

redacción se propone. Sometida a votación 

la moción Social Demócrata, fue aprobada. 

En consecuencia, el artículo 67 se leerá en la 

forma indicada anteriormente. (ACTA 124). 

17. CONVENCIONES COLECTIVAS (acta 

123) 

En relación con el artículo 57 de la 

Constitución del 71, la fracción Social 

Demócrata presentó moción para que se lea 

del modo siguiente: 

“Tendrán fuerza de ley las convenciones 

colectivas de trabajo que, con arreglo a la 

ley, se concierten entre patronos y 

trabajadores legalmente organizados”. [62] 

Sometida a votación la moción anterior, 

fue aprobada. 

 

Obligación del estado de no exonerar a las 

empresas el cumplimiento de las garantías 

sociales.   

La fracción Social Demócrata acordó retirar 

la moción que tenían presentada, para dar 

curso a la siguiente del señor ARROYO: 
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“El Estado no podrá exonerar a persona 

alguna, física o moral, nacional o extranjera, 

de las disposiciones de este capítulo o sus 

leyes derivadas. 

Todo contrato que se celebrare con tales 

personas deberá consignar la obligatoriedad 

para el Estado, de fiscalizar positivamente el 

cumplimiento de las Garantías Sociales y 

leyes secundarias que de ellas se deriven”. 

El Diputado MONGE ALVAREZ observó que, 

con el pretexto de atraer el capital 

extranjero a nuestro país, se ha hecho en 

varias ocasiones renuncia de nuestra 

soberanía en mengua de los derechos de los 

trabajadores, exonerando a las compañías 

del cumplimiento de las garantías sociales. 

El Licenciado GAMBOA manifestó que la 

moción era innecesaria, ya que 

expresamente un artículo aprobado 

establece la nulidad de todas las leyes o 

disposiciones contrarias a la Constitución. En 

Derecho -agregó- no se concibe un contrato 

determinado que quebrante un precepto 

constitucional. El autor de la moción, señor 

Arroyo, indicó que en cierta forma el 

Diputado Gamboa tenía razón. Sin embargo, 

el hecho se ha venido repitiendo en Costa 

Rica. Se ha exonerado el cumplimiento de 

una o más garantías a determinadas 

compañías extranjeras. Mi moción -dijo- 

tiene la virtud de ser una advertencia para el 

Estado y garantiza en una forma más 

efectiva el cumplimiento de las Garantías 

Sociales. Debemos evitar esa claudicación 

vergonzosa de los Congresos frente a 

compañías extranjeras, que tan en boga 

estuvieron en épocas anteriores. Por otra 

parte, se establece una mayor vigilancia por 

parte del Estado para controlar la aplicación 

de las Garantías Sociales, que son violadas 

por algunas compañías extranjeras. 

El señor GAMBOA insistió en su punto de 

vista anterior. Acepta que ciertos Congresos 

han pasado por encima de esas 

disposiciones, exonerando a determinadas 

compañías del cumplimiento de una o más 

cláusulas constitucionales, pero han 

procedido así en parte debido a la 

negligencia y apatía de la ciudadanía por 

todos esos problemas. (ACTA 124).  

 

 


